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TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

TERCERA SALA UNITARIA

EXPEDIENTE: 220/2021/3
PARTE ACTORA: 

**********
AUTORIDAD DEMANDADA:

POLICÍA VIAL DEL MUNICIPIO DE SOLEDAD DE GRACIANO SÁNCHEZ, S.L.P.
MAGISTRADA:

LICENCIADA HEIDY YAZBE RUIZ ALVARADO
SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LICENCIADO JOSÉ DE JESÚS MORENO ROMO
San Luis Potosí, San Luis Potosí, catorce de octubre de dos mil veintiuno. 

V I S T O S para resolver en definitiva los autos del Juicio Contencioso Administrativo 220/2021/3 promovido por **********, contra actos del Policía Vial del Municipio de Soledad de Graciano Sánchez, S.L.P., de nombre **********, quien aplico la boleta de infracción **********;  y,
R E S U L T A N D O

I.- Por escrito recibido en este Tribunal con fecha ocho de abril de dos mil veintiuno, compareció **********, por su propio derecho, a promover demanda de juicio contencioso administrativo en contra del Policía Vial del Municipio de Soledad de Graciano Sánchez, S.L.P., de nombre **********, quien aplico la boleta de infracción ********** señalando como acto controvertido el siguiente: 

“(...) la emisión y aplicación en mi perjuicio de la boleta de infracción **********...”
II.- A través del acuerdo de fecha veinte de abril de dos mil veintiuno,  se tuvo por admitida la demanda  en contra del acto precisado en el resultando anterior, se ordenó correr traslado a la autoridad demandada, para que contestara lo que a su derecho conviniera.
III.- Mediante proveído de fecha dos de agosto de dos mil veintiuno, se tuvo a la demandada por contestando la demanda instaurada en su contra, se ordenó correr traslado a la parte actora con copia del escrito de contestación para que manifestara lo que a su derecho correspondiera; se admitieron las pruebas de las partes y fue señalada fecha y hora para que tuviere verificativo la audiencia a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

IV.- Siendo las 13:00 trece horas del veinticuatro de agosto de dos mil veintiuno, se llevó a cabo la audiencia final, sin asistencia de las partes, en la cual el Secretario de Acuerdos dio cuenta de las actuaciones en autos. Asimismo tuvo por desahogadas las pruebas de las partes, ofrecidas en tiempo, dada su propia y especial naturaleza; hizo constar que no había pruebas pendientes por desahogar; en etapa de alegatos; se dio cuenta con el escrito presentado por el diverso autorizado de la parte actora y ce certificó de que no fueron formulados por la demandada; concluida la audiencia se citó para resolver en definitiva el presente expediente.

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia administrativa, es competente para conocer y resolver el presente juicio contencioso administrativo conforme a lo dispuesto por los artículos 116, párrafo segundo, fracción V, párrafo primero de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1°, 2°, párrafo segundo y 7°, fracciones I y V, 9 fracción III, 24, 35, fracción VIII y 42 párrafo segundo de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; 2°, segundo párrafo, 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; por tratarse de una controversia suscitada entre un particular y una autoridad municipal de esta entidad federativa donde se ejerce jurisdicción.

SEGUNDO.- De acuerdo con lo que precisa el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado, esta Sala Unitaria procede a analizar la personalidad y legitimación de los comparecientes a este juicio.

La personalidad del actor no requiere pronunciamiento especial alguno, ya que compareció por derecho propio, de acuerdo con el artículo 231, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; acreditando su interés jurídico en términos de numeral en cita, con la boleta de infracción, la copia certificada de la factura y de la tarjeta de circulación del vehículo materia de la infracción, visibles en fojas 9, 10 y 11 de este sumario. 

De igual forma, la personalidad y legitimidad de la autoridad demandada, se encuentra legalmente acreditada, con la copia certificada relativa a su nombramiento, visible en foja 32 del sumario, que los acredita el carácter con que se ostentan al contestar la demanda, conforme a lo establecido por el numeral 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

Las Documentales anteriormente referidas, adquieren valor probatorio pleno de acuerdo con los artículos 72 fracción I, 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado, por tratarse de documentos públicos expedidos por servidor y fedatario públicos, en el desempeño de sus respectivas funciones.
TERCERO.- La Litis planteada en este juicio contencioso administrativo consiste en determinar la legalidad o ilegalidad de la boleta de infracción Folio ********** de fecha 23 de febrero de 2021; emitida por el Policía Vial del Municipio de Soledad de Graciano Sánchez, S.L.P., de nombre **********; documento que la parte actora exhibió, conforme lo dispuesto por los numerales 233 fracción IV y 234 fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado, con el valor probatorio que le concede la Ley de la materia.

CUARTO.- Previo a entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por el accionante en su escrito inicial de demanda, es necesario establecer si en el presente juicio se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio y, cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto.

La autoridad demandada hace valer causales de improcedencia previstas en los artículos 228, fracciones VI y XI, 24 y 231 párrafo primero y 239 párrafo primero del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, argumentado que en ningún momento se vulneran en perjuicio del accionante las garantías establecidas en los artículos 14 y 16 constitucional toda vez que la boleta de infracción sí estableció las circunstancias de tiempo, modo y lugar así como el fundamento para elaborar la infracción; sin embargo a juicio de esta Sala Unitaria considera que esa causal debe desestimarse en virtud de que los razonamientos en los cuales se sustenta, involucra cuestiones inherentes a la resolución de fondo del juicio, esto es, constituyen la materia de la Litis del asunto, estrechamente vinculados con el análisis de la ilegalidad que reclama la parte actora, de ahí que no pueden analizarse en este momento como una causal de improcedencia y sobreseimiento.

Sirve de apoyo a lo anterior, el criterio contenido en la Tesis de Jurisprudencia -que es aplicable al caso por analogía-, cuyos datos de localización y contenido se reproducen a continuación: 

“IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO. SI SE HACE VALER UNA CAUSAL QUE INVOLUCRA EL ESTUDIO DE FONDO DEL ASUNTO, DEBERÁ DESESTIMARSE. Las causales de improcedencia del juicio de garantías deben ser claras e inobjetables, de lo que se desprende que si se hace valer una en la que se involucre una argumentación íntimamente relacionada con el fondo del negocio, debe desestimarse…” 

En ese tenor, de acuerdo a lo que ordena el artículo 228, último párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado, la Sala practicó estudio oficioso de las causales de improcedencia; sin embargo, no encontró ninguna que hace valer, por lo que resulta procedente el análisis de los conceptos de violación planteados por el actor.
QUINTO.- La parte actora hizo valer los conceptos de impugnación que se advierten en fojas 3 a la 7 de este sumario, argumentos que no se trascriben los que por economía procesal, se tienen aquí por reproducidos como si a la letra se insertaran.

Resulta aplicable por analogía la tesis de jurisprudencia emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación; de la Novena Época, Registro: 164618, Instancia: Segunda Sala, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXXI, Mayo de 2010, Materia(s): Común, Tesis: 2a./J. 58/2010, Página: 830, que dice:  
“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN.- De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la Litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer. Localización: [J]; 9a. Época; 2a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Tomo XXXI, Mayo de 2010; Pág. 830. 2a./J. 58/2010. Registro No. 164 618”

SEXTO.- Los conceptos de impugnación que hace valer la actora son infundados en atención a las consideraciones legales siguientes:
En su primer motivo de disenso el impetrante manifiesta que en el acto que se impugna, la autoridad demandada incumple con las obligaciones constitucionales de fundar y motivar de manera adecuada la conducta que se le atribuyó con motivo de la infracción consistente en “CIRCULAR A VELOCIDAD INMODERADA” pues el supuesto agente de tránsito no expresa con claridad los motivos que dan origen a la imposición de dicha infracción, ya que establece una indebida motivación, pues no precisa ni específica, ni concluye las circunstancias de tiempo, modo y lugar en que ocurrieron las faltas.
Manifiesta la impetrante de nulidad que, aceptando sin conceder que haya realizado los actos que le atribuye la autoridad como causa de infracción, el supuesto agente estaba obligado a precisar en el cuerpo de la infracción la ubicación exacta donde aconteció el hecho como frente a que número de inmueble, inclusive sus referencias; asimismo, cuando la autoridad impone una multa por la comisión de hechos constitutivos de una infracción, dicha autoridad tiene la carga de probar que el particular realizó los hechos que se le atribuyen, ya que solamente afrontando la carga de la prueba, puede la autoridad satisfacer la debida motivación y fundamentación de sus actos, con lo que se entendería cumplida la garantía de seguridad jurídica, lo que en el presente caso no se cumplió por parte del supuesto agente que la emitió y aplicó.
Concluye su agravio la accionante señalando que, se incumple con lo establecido en el artículo 91 de la Ley de Tránsito del Estado de San Luis Potosí, al no haber realizado la descripción de las circunstancias de modo, tiempo y lugar conocidas por la autoridad de tránsito, que entrañan la comisión de la infracción cometida por el infractor.
Como se anticipó, es infundado el agravio reseñado.

En primer lugar, es necesario precisar que todas las autoridades tienen la obligación de fundar y motivar los actos de molestia que afecten la esfera jurídica de los particulares en términos del artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
.

En ese sentido, las autoridades están obligadas a plasmar en sus resoluciones, la correspondiente relación e ilación lógica de las razones especiales o causas inmediatas por las cuales arriban a su conclusión.

Es por ello, que al señalar el artículo 16, constitucional que todo acto de autoridad debe estar adecuada y suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por lo primero que ha de expresar con precisión el precepto legal aplicable al caso y, por lo segundo, que deben señalarse, también con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto; ello implica también que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configuren las hipótesis normativas.

Por tanto, a fin de cumplir con los derechos fundamentales de legalidad y seguridad jurídica en sus resoluciones, las autoridades deben citar los preceptos legales aplicables al caso, así como precisar de forma congruente todas aquellas circunstancias especiales, razones particulares o causas en forma pormenorizada, que se hayan tenido en consideración para tener por acreditados dichos extremos. 
Tales exigencias tienen como propósito evidente que en todo acto de autoridad, el afectado conozca la esencia de los argumentos legales y de hecho en que se apoyó la autoridad, de manera que quede plenamente capacitado para rendir prueba en contrario de los hechos aducidos por la autoridad, y para alegar en contra de su argumentación jurídica. 

Sirve de apoyo a lo anterior el criterio sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, publicado en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Tomo 64, Abril de 1993, Tesis VI.2º. J/248, Página 43, Octava Época, el cual a la letra dice lo siguiente:

“FUNDAMENTACION Y MOTIVACION DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS. De acuerdo con el artículo 16 constitucional, todo acto de autoridad debe estar suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por lo primero que ha de expresarse con precisión el precepto legal aplicable al caso y por lo segundo, que también deben señalarse con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto, siendo necesario además, que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configure la hipótesis normativa. Esto es, que cuando el precepto en comento previene que nadie puede ser molestado en su persona, propiedades o derechos sino en virtud de mandamiento escrito de autoridad competente que funde y motive la causa legal del procedimiento, está exigiendo a todas las autoridades que apeguen sus actos a la ley, expresando de que ley se trata y los preceptos de ella que sirvan de apoyo al mandamiento relativo. En materia administrativa, específicamente, para poder considerar un acto autoritario como correctamente fundado, es necesario que en él se citen: a).- Los cuerpos legales y preceptos que se estén aplicando al caso concreto, es decir, los supuestos normativos en que se encuadra la conducta del gobernado para que esté obligado al pago, que serán señalados con toda exactitud, precisándose los incisos, subincisos, fracciones y preceptos aplicables, y b).- Los cuerpos legales, y preceptos que otorgan competencia o facultades a las autoridades para emitir el acto en agravio del gobernado.- SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO.” 

(resaltado proprio)

De igual manera, refuerza lo anterior los siguientes criterios cuyos datos de localización y contenido se reproducen a continuación:

"FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN DE LOS MANDAMIENTOS DE LA AUTORIDAD. ARTÍCULO 16 CONSTITUCIONAL. Por fundar debe entenderse la expresión de los fundamentos legales o de derecho del acto reclamado; en consecuencia, una resolución reclamada no queda debidamente fundada si no contiene la expresión de ningún fundamento legal o de derecho. Por motivar debe entenderse el señalamiento de las causas materiales o de derecho que hayan dado lugar al acto reclamado, sin que pueda admitirse que la motivación consista en la expresión general y abstracta: ‘por razones de interés público’, ya que la mencionada expresión no señala en principio las causas materiales o de hecho que hubieran dado lugar al acto reclamado. Séptima Época; Registro: 238369; Instancia: Segunda Sala; Tesis aislada; Fuente: Semanario Judicial de la Federación; Volumen: 80, Tercera Parte; Materias: administrativa y común; Página: 36"

Séptima Época; Registro: 238212; Instancia: Segunda Sala; Jurisprudencia; Fuente: Semanario Judicial de la Federación; Volúmenes: 97-102, Tercera Parte; Materia: común; Página: 143

Genealogía: Informe 1970, Segunda Parte, Segunda Sala, página 100.

Informe 1977, Segunda Parte, Segunda Sala, tesis 72, página 77.

Informe 1978, Segunda Parte, Segunda Sala, tesis 3, página 7.

Apéndice 1917-1985, Tercera Parte, Segunda Sala, tesis 373, página 636.

Apéndice 1917-1995, Tomo III, Primera Parte, tesis 73, página 52.

Apéndice 1917-1995, Tomo VI, Primera Parte, tesis 260, página 175.

"FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. De acuerdo con el artículo 16 de la Constitución Federal, todo acto de autoridad debe estar adecuada y suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por lo primero que ha de expresarse con precisión el precepto legal aplicable al caso y, por lo segundo, que también deben señalarse, con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto; siendo necesario, además, que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configuren las hipótesis normativas."

 Ahora, por lo que atañe al acto controvertido, en primer lugar debe establecerse que contrario a lo que manifiesta la demandante, el acto que se impugna sí se encuentra debidamente fundado y motivado, particularmente en el apartado relativo a las conductas infractoras, pues así se hace constar en el acto que se combate en el siguiente recuadro:

FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN

DE CONFORMIDAD CON LO ESTABLECIDO EN LOS ARTÍCULOS 176 PÁRRAFO SEGUNDO, 197 Y DEMÁS RELATIVOS DEL REGLAMENTO DE TRÁNSITO DEL MUNICIPIO DE SOLEDAD DE GRACIANO SÁNCHEZ, S.L.P.
	MOTIVO DE LA INFRACCIÓN
	ARTÍCULO
	FRACCIÓN
	INCISO
	LEY/O REGLAMENTO

	CIRCULAR CON VELOCIDAD INMODERADA.
	21
	
	
	REGLAMENTO DE TRÁNSITO VIGENTE DE SOLEDAD DE GRACIANO SÁNCHEZ.  


De lo anterior, se desprende que la fundamentación en que se basó la autoridad para levantar la infracción fue el artículo 21 del Reglamento de Tránsito Municipal vigente del Municipio de Soledad de Graciano Sánchez, siendo el artículo que la autoridad consideró como norma infringida.

Dicho precepto establece lo siguiente: 

“Artículo 21. La velocidad máxima en las vías públicas del Municipio es la siguiente: --- I.- En las vías primarias y secundarias es de sesenta kilómetros por hora; --- II.- En las vías colectoras o locales, es de cuarenta kilómetros por hora; --- III.- Veinte kilómetros por hora en zonas donde esté ubicado algún centro educativo, hospitalario, deportivo, iglesia o cualquier otro tenga afluencia mayor de personas; y, --- IV.- En las vialidades en las que el señalamiento indique otro límite superior o inferior al que se menciona en las fracciones que anteceden, se aplicará el del Señalamiento.”
Del precepto trasunto se establece la velocidad máxima en las vías o vialidades públicas; es decir, en las vías primarias y secundarias es de 60 Km por hora, así como en las vías colectoras o locales es de 40 km por hora y 20 km por hora en los lugares donde esté ubicado un centro educativo, hospitalario, deportivo, iglesia u cualquier otro que tenga afluencia mayor de personas y, finalmente en las vialidades en el que el señalamiento indique límite superior o inferior a las ya aportadas.

En ese contexto, si la motivación en que se basó la autoridad para la emisión del acto en sí consistió en que siendo las 22:45 horas del día 23 de febrero del año 2021, en la Carretera Matehuala, Kilometro-5, ubicado en el municipio de Soledad de Graciano Sánchez, la autoridad demandada Policía Vial, tuvo contacto visual con el vehículo Marca **********, Tipo ********** Modelo **********, Color **********, con placas de circulación **********, del Estado de San Luis Potosí, que circulaba a más de 90 km/h. en tramo de 60 km/h. verificado con velocímetro de la CRP 135 en función, cuya infracción consistió en “CIRCULAR CON VELOCIDAD INMODERADA”
 Además, esa circunstanciación, sirvió como motivación de la sanción que le resultó, ello de acuerdo a lo que establece la fracción VI del artículo 91 de la comentada Ley de Tránsito que dice: 

(…)

“VI. Descripción de las circunstancias de modo, tiempo y lugar conocidas por la autoridad de tránsito, que entrañan la comisión de la infracción cometida por el infractor; entre otros, lugar, fecha y hora de la comisión de la infracción. 

Esta circunstanciación servirá como motivación de la sanción que se imponga.”

En segundo orden debe decirse que para el caso que nos ocupa, al tratarse de una boleta de infracción vehicular, dada la flagrancia e inmediatez propia de la naturaleza de esos actos, la enjuiciada realmente no se encuentra en mejores condiciones de producir prueba (pues ambas partes no poseen sino la misma boleta de infracción, siendo la documental que el –hoy actor- anexó a la demanda de nulidad; caso contrario si se tratara de un procedimiento administrativo que pueda obrar en los archivos de la autoridad. Por ello, revertirle la carga probatoria al demandado no crea una situación más propicia para llegar al conocimiento de la verdad material del asunto a dilucidar, sino un desequilibrio procesal.

En ese contexto, este órgano jurisdiccional concluye que la autoridad demandada sí fundó y motivó de manera debida la boleta de infracción impugnada toda vez que se advierte que se apoyó en el dispositivo 21 del Reglamento de Tránsito Municipal vigente en el Municipio de Soledad de Graciano Sánchez y, encontró acreditado el supuesto de la infracción “CIRCULAR A VELOCIDAD INMODERADA”, por parte del –hoy actor-.

Asimismo, motivó el acto impugnado en el que asentó que siendo 22:45 horas del día 23 de febrero del año 2021, en la Carretera Matehuala, Kilometro-5, ubicado en el municipio de Soledad de Graciano Sánchez, en esta ciudad, la autoridad demandada Policía Vial, tuvo contacto visual con el vehículo vehículo Marca **********, Tipo ********** Modelo **********, Color **********, con placas de circulación **********, del Estado de San Luis Potosí, que circulaba a más de 90 km/h. en tramo de 60 km/h. verificado con velocímetro de la CRP 135 en función, cuya infracción consistió en “CIRCULAR CON VELOCIDAD INMODERADA”, lo que se corrobora con la imagen de la boleta que enseguida se digitaliza:

********** IMAGEN
Como bien se advierte de la imagen reproducida, se obtiene que la autoridad demandada fue precisa en referir las circunstancias de tiempo (REFERENCIA TEMPORAL DÍA 23 MES FEBRERO AÑO 2021 HORA 22:45), lugar (MATEHUALA KM 5) y modo (CIRCULAR A MAS DE 90 KM/H EN TRAMO DE 60 KM/H VERIFICADO CON VELOCÍMETRO DE C.R.P. 135 EN FUNCIÓN), de ahí lo infundado del concepto de impugnación.

Sirve de apoyo a lo anterior el siguiente criterio, por analogía, cuyo  contenido se reproduce a continuación:

“BOLETA DE INFRACCIÓN DE LA SECRETARÍA DE VIALIDAD Y TRÁNSITO DE MONTERREY, NUEVO LEÓN. SE ENCUENTRA FUNDADA Y MOTIVADA, SI LA AUTORIDAD CITA LOS HECHOS QUE CONSIDERÓ MOTIVO DE INFRACCIÓN, ASÍ COMO LA HIPÓTESIS EN QUE ENCUADRÓ LA CONDUCTA CON EL SUPUESTO DE LA NORMA. El artículo 16 constitucional establece la obligación para las autoridades de fundar y motivar sus actos y dicha obligación se satisface, desde el punto de vista formal, cuando se expresen las normas legales aplicables y los hechos que hacen que el caso encaje en las hipótesis normativas. Ahora bien, de los artículos 1, 2, fracción IV y 9 del Reglamento de Vialidad y Tránsito del Municipio de Monterrey, Nuevo León, se advierte que el territorio de ese Municipio deberá ceñirse a lo establecido por el citado reglamento para la regulación de las cuestiones de vialidad y tránsito que se susciten; asimismo, que los oficiales de tránsito son los servidores públicos facultados para la aplicación de dicho reglamento y los supuestos en los cuales los servidores públicos pueden imponer las multas cuando se cometan infracciones. De lo anterior se obtiene que para que una boleta de infracción se encuentre fundada y motivada, es suficiente la expresión de lo estrictamente necesario para explicar, justificar y posibilitar la defensa, así como para comunicar la decisión a efecto de que así se considere, exponiendo los hechos relevantes para decidir, citando la norma habilitante y un argumento mínimo, pero idóneo, para acreditar el razonamiento del que se deduzca la relación de pertenencia lógica de los hechos al derecho invocado. En ese tenor, si la responsable cumple con lo anterior, no se debe exigir mayor extensión en los argumentos vertidos para sustentar el acto reclamado, además de que sus actos gozan de la presunción de legalidad, para cumplir con la garantía prevista en el numeral 16 de la Constitución Federal.”

En el segundo concepto de impugnación, la actora señala que la infracción aplicada en su perjuicio no cumple con los requisitos formales que son necesario y desde luego obligatorios para que el documento en cuestión pueda considerarse legal y válido, al no quedar de manifiesto el nombre y cargo del agente, la circunstanciación de los datos de la credencial, el nombre y domicilio del infractor, el número, vigencia y la clase de licencia de conducir, tal como lo exige la citada Ley de Tránsito del Estado de San Luis Potosí.
Insiste que la personalidad del agente de tránsito no se satisface de manera efectiva con la circunstanciación que realiza el agente pues no se conoce el materia con que fue elaborada la credencial, no se observa el grado del mismo, la fotografía, la huella digital, grupo sanguíneo, firma del interesado, la clave de inscripción en el Registro Nacional de Personal de Seguridad Pública, ni la clave única del Registro de Población, ya que no cumple con todos los requisitos que establece el dispositivo en cita.

Ahora bien, por cuanto hace al argumento reseñado, esta Juzgadora estima que el mismo resulta infundado e insuficiente para declarar la nulidad del boleta de infracción impugnada, ello en virtud de que, si bien se ha señalado que en la boletas de infracción se debe asentar de manera fundada y motivada una serie de elementos mínimos, no menos cierto es que la forma de hacer constar que en el momento de su levantamiento se llevaron a cabo las formalidades respectivas señalando esa circunstancia en el acto mismo, es decir, haciendo constar que se identificó ante el conductor a quien ordenó detuviera la marcha del vehículo.
Asimismo, debe de precisarse que contrario a lo que afirma el demandante que no se colmó los requisitos del artículo 91 de la Ley de Tránsito del Estado de San Luis Potosí, a juicio de esta Sala se encuentra plenamente acreditado que la demandada se identificó con el -hoy actor- así como la autoridad quien expide dicho gafete, como se advierte del apartado de la boleta de infracción impugnada denominado datos del policía vial, se desprende que la demandada asentó lo siguiente:


********** IMAGEN
Para conocer mejor los datos que expresamente contiene la boleta antes reproducida se elabora un cuadro a continuación con los datos específicos del apartado que interesan a la presente resolución:

	DATOS DEL POLICÍA VIAL

	NOMBRE:

**********. 

	N° DE GAFETE 

**********
	CARGO

POLICÍA VIAL 
	VIGENCIA

01 DE ENERO AL 30 DE JUNIO 2021.

	GAFETE EXPEDIDO POR:

DIRECCIÓN GENERAL DE SEGURIDAD PÚBLICA MUNICIPAL DE SOLEDAD  DE GRACIANO SÁNCHEZ Y POR EL OFICIAL MAYOR DEL H. AYUNTAMIENTO DE S.G.S.


De lo anterior, se desprende que al señalar específicamente la policía vial que se presentó con tal carácter ante el conductor ahora infraccionado y del llenado en el recuadro correspondiente del requisito de la circunstanciación de los datos de la credencial con que se identificó la autoridad demandada relativas al nombre, cargo, el número de credencial, su vigencia de seis meses, así como la autoridad que expidió dicha credencial, a juicio de esta Sala se cumplen con los requisitos a que hace referencia el artículo 91 de la Ley de Tránsito del Estado de San Luis Potosí, así como el artículo 34 de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado, mismos que se relacionan con lo dispuesto en la fracción II del artículo 171 y 173, fracción II, ambos del Reglamento de Tránsito Municipal del Ayuntamiento de Soledad de Graciano Sánchez, San Luis Potosí.

A mayor abundamiento, se advierte que la credencial con que se identificó la policía vial, dada su vigencia en la fecha, hora y lugar en que sucedieron los hechos, dicha autoridad demandada sí contaba con facultades para emitir el acto impugnado, puesto que fue precisamente el Director General de Seguridad Pública Municipal de Soledad de Graciano Sánchez, San Luis Potosí, quien expidió la credencial con que se identificó dicha Policía y que le facultó para aplicar la boleta de infracción que se controvierte, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 3, fracción V, del Reglamento Interno de Seguridad Pública del Ayuntamiento de Soledad de Graciano Sánchez, San Luis Potosí. 

Con lo anterior, a consideración de esta Sala se encuentra acreditado de manera fehaciente que la demandada, al momento de emitir el acto que se combate, sí se identificó plenamente con el actor, al señalar por un lado que se presentó como policía vial, y por otro debido a que agregó los datos de la credencial a que hace referencia el artículo 34 de la Ley del Sistema de Seguridad Pública Estatal, la cual fue emitida por una autoridad dentro del ámbito municipal facultada para ello, inclusive con una vigencia de seis meses, al establecer en periodo de vigencia del  primero de julio al treinta y uno de diciembre del año dos mil veintiuno; lo cual resulta suficiente para considerar válida la mencionada circunstanciación, sin que se requiera que en dicha boleta se señalara aun con mayor precisión la forma en cómo se identificó la demandada, pues a juicio de esta Sala basta el señalamiento que realizó, máxime que el propio demandante firmó la boleta de conformidad sin precisar en ella objeción alguna, por tanto, se considera que no se desvirtúa la presunción de validez prevista en el artículo 93 de la Ley de Tránsito del Estado de San Luis Potosí,
 que refiere que las boletas de infracción y sanción que se emitan en los términos de dicha Ley y de los reglamentos respectivos, se presumen válidas, salvo prueba en contrario. 
Asimismo, del recuadro anterior, se desprende los datos relativos a la autoridad que emitió el acto como lo son: el nombre y cargo de quien levantó la boleta de infracción, la credencial con que se identificó, la vigencia de dicha credencial, siendo ésta del primero de enero al 30 de junio, entendiéndose que dicha credencial inició su vigencia el primero de enero de 2021 y concluyó el 30 de junio del 2021, así como la autoridad que expidió dicha credencial como lo es el Director General de Seguridad Pública Municipal  de Soledad de Graciano Sánchez y por el Oficial Mayor del H. Ayuntamiento. 

Con lo anterior, se colma el requisito  de la circunstanciación de  los datos de la credencial con que se identificó la autoridad demandada relativas al nombre, cargo, el número de credencial, su  vigencia de seis meses así como la autoridad que expidió dicha credencial, cumpliendo con los requisitos a que hace referencia el artículo 91 de la Ley de Tránsito del Estado de San Luis Potosí, así como el artículo 34 de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado.

En ese contexto, este órgano jurisdiccional estima que dicho motivo de disenso es infundado toda vez que se advierte que con la credencial con que se identificó la autoridad demandada y que obra en copia certificada como documento adjunto a la contestación de demanda –foja 33- del expediente en que se actúa y que tiene valor probatorio pleno de acuerdo con el artículo 72, fracción I, en relación con el diverso 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, y, dada su vigencia en la fecha, hora y lugar en que sucedieron los hechos, la autoridad demandada sí tenía facultades que le dieron competencia para emitir el acto que se impugna, puesto que fue precisamente el Director General de Seguridad Pública Municipal de Soledad de Graciano Sánchez, San Luis Potosí, quien le expidió la credencial con que se identificó el Policía y que lo facultó para aplicar la boleta de infracción que se recurre; asimismo, se evidencia que la vigencia de dicha credencial, siendo del primero de enero al 30 de junio de 2021, entendiéndose que dicha credencial inicio su vigencia el primero de enero de 2021 y concluyó el 30 de junio del 2021, es decir, tiene vigencia de seis meses y se aprecia que la boleta de infracción la elaboró dentro del periodo de vigencia de identificación que lo acredita como policía vial, por lo que se tiene certeza de que la misma fue llevada a cabo por el personal autorizado para ello, cumpliendo con lo dispuesto por los artículos 91 de la Ley de Tránsito del Estado de San Luis Potosí, así como el artículo 34 de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado.
Por último, el accionante refiere que la infracción no genera certeza jurídica dado que no contiene su firma en el carácter de infractor, luego, al ser omisa la autoridad en cumplir con los requisitos formales no se puede tener por hecho que la infracción fue debidamente notificada y por ende es nula de pleno derecho.

Dicho argumento resulta infundado, pues si bien en la boleta de infracción impugnada carece de la firma del infractor, no menos cierto resulta que el acto administrativo es atribuible a su autoridad emisora, de quien si se aprecia el nombre y firma, siendo que esta es la formalidad prescrita para los actos administrativos según se obtiene de los artículos 164 y 165 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, lo anterior aunado a que al pronunciar sentencia se debe considerar que los actos impugnados gozan de presunción de legalidad, acorde a lo establecido en el artículo 248 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; cabe señalar que no le causa perjuicio alguno al actor el hecho de que en la parte en la que se plasma la firma no contenga el nombre y apellido del infractor, pues como quedo señalado con antelación, dentro del documento impugnado se encuentra comprendido el nombre completo y firma de su emisor, formalidad que es a la que debía ajustarse la demandada.
Con base en lo antes expuesto, esta Sala Unitaria estima que la resolución impugnada no viola lo dispuesto en los artículos 14, 16 y 21 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 163 y 164 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; 91 de la Ley de Tránsito del Estado de San Luis Potosí; 170 y 173 del Reglamento de Tránsito Municipal del Ayuntamiento de Soledad de Graciano Sánchez, San Luis Potosí, y toda vez que no se desvirtuó su presunción de legalidad de la cual goza conforme a lo establecido en el artículo 93 de la Ley de Tránsito en mención, en relación con lo dispuesto en el segundo párrafo del artículo 248 del Código Procesal en cita; con fundamento en el artículo 251, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, la suscrita Magistrada, reconoce la legalidad y validez de la resolución impugnada consistente en la boleta de infracción con folio número **********.
Por lo expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 123, de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, y 7º, fracciones I y V, 9º, fracción III, 35, fracción VIII y 42 párrafo segundo, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, así como también los diversos 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, SE RESUELVE:
PRIMERO.- Esta Segunda Sala Unitaria de este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, es competente para conocer y resolver la presente controversia.
SEGUNDO.- La parte actora no probó los extremos de su acción, en consecuencia;
TERCERO.- Se reconoce la legalidad y validez de la resolución impugnada en el presente juicio consistente en la boleta de infracción con número de folio **********, y de sus consecuencias; de acuerdo con las consideraciones, fundamentos y motivos expuestos en el último Considerando de este fallo.

CUARTO.- Notifíquese personalmente al actor y mediante oficio a la autoridad demandada.
Así lo resolvió y firma, la Licenciada Heidy Yazbe Ruiz Alvarado, Magistrada del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, quien le toco conocer del presente expediente, por reasignación en su conocimiento, lo anterior con fundamento en los artículos 19, fracción IX y 42 último párrafo de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, 4° de su Reglamento Interior y en términos del Acuerdo General del Pleno de este Tribunal, de fecha veinticinco de mayo de dos mil veintiuno, quien actúa con Secretario de Acuerdos Licenciado Ismael Méndez Hernández, que autoriza y da fe.-
	Licenciada Heidy Yazbe Ruiz Alvarado.

Magistrada del Tribunal Estatal de Justicia 

Administrativa de San Luis Potosí.


	Licenciado Ismael Méndez Hernández 

Secretario de Acuerdos de la Tercera Sala Unitaria


� “Artículo 16. Nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, papeles o posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de la autoridad competente, que funde y motive la causa legal del procedimiento. En los juicios y procedimientos seguidos en forma de juicio en los que se establezca como regla la oralidad, bastará con que quede constancia de ellos en cualquier medio que dé certeza de su contenido y del cumplimiento de lo previsto en este párrafo.


(…)”


� Época: Décima Época, Registro: 2008009, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 12, Tomo IV, Noviembre de 2014, Materias(s): Administrativa, Tesis: IV.1o.A.30 A (10a.), página 2911.


� “Artículo 3.-Para los efectos de este reglamento se entenderá por:


(…)





V. Comisario.- Al Comisario de Seguridad Pública Municipal, funcionario que ostentará la titularidad de la Dirección General de Seguridad Pública Municipal”


� “ARTICULO 93. Las boletas de infracción y sanción que se emitan en los términos de esta Ley y de los reglamentos respectivos, se presumen válidas.”











